INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS, TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAIDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY Nº18.696 Y ESTABLECE NORMAS RELATIVAS AL TRANSPORTE DE PASAJEROS.





BOLETIN N° 80-15


Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones pasa a informaros el proyecto de ley, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que tiene por objeto modificar la ley N° 18.696 y establece normas relativas al transporte de pasajeros.


Para el despacho de esta iniciativa legal, S.E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia constitucional, calificada de "suma", la que posteriormente fue cambiada por "simple" en todos sus trámites.  En virtud de lo dispuesto por el artículo 27 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la Honorable Cámara dispuso, en tal caso, de 30 días para terminar la discusión y votación de este proyecto, contados a partir del 19 de junio de 1990, fecha de la sesión en que se dio cuenta del proyecto en informe.


Esta Comisión contó durante el estudio de la iniciativa, con la presencia y colaboración del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don Germán Correa Díaz, y del Subsecretario de Transportes, don Sergio González Tagle.


Asistieron también los representantes de los gremios de empresarios y de trabajadores, relacionados con el sector transporte de pasajeros, que se consignan a continuación: Asociación Gremial Metropolitana de Transporte de Pasajeros; Federación Gremial de Dueños de Taxibuses de Santiago; Federación de Asociaciones Gremiales de Dueños de Autobuses de la V Región; Confederación Gremial Nacional de Transporte de Pasajeros de Chile; Federación Gremial de Dueños de Taxibuses de Chile; Confederación Nacional de Federaciones y Sindicatos de Empresas e Interempresas de Trabajadores del Transporte Terrestre y Afines de Chile (CONATRACH); Directiva de Taxis Colectivos; Confederación Nacional de Sindicatos de Trabajadores Independientes Taxistas de Chile (FENATACH) y Confederación General de Trabajadores del Transporte.





CONSIDERACIONES GENERALES.


El artículo 3° de la ley N°18.696, señala:


“El transporte nacional de pasajeros remunerado, público o privado, individual o colectivo, por calles o caminos, podrá efectuarse sin requerir autorización alguna para eilo, bastando contar al efecto con un certificado de revisión técnica vigente en que se acredite que el vehículo es apto para el servicio que realiza, conforme con la normativa que dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones respecto de sus condiciones técnicas y de emisión de contaminantes.


Al practicarse la revisión técnica o la de emisión de contaminantes de los vehículos de servicios urbanos deberé, dejaras constancia del recorrido que se efectúe.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones fijará las vías por las cuales circularán los vehículos que presten servicios públicos de locomoción colectiva, con informe de Carabineros de Chile.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11S de la ley N° 18.290, también le corresponderé. a dicho Ministerio determinar el procedimiento por el cual podrá restringirse la circulación de vehículos de menos de 18 asientos en el caso de vías congestionadas.”


El artículo 118 de la ley N°18.290, expresa:


“'El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá prohibir, por causa justificada, la circulación de todo vehículo o de tipos específicos de éstos, por determinadas vías públicas.


Esta facultad será ejercida de oficio o a petición de las Municipalidades o de la Dirección de Vialidad, según corresponda.


Sin perjuicio de lo anterior, Carabineros de Chile queda autorizado para adoptar, en forma transitoria, medidas que alteren el tránsito de vehículos o su estacionamiento en las vías públicas cuando circunstancias especiales lo hagan necesario.'





IDEAS FUNDAMENTALES O MATRICES.


El objeto principal de esta iniciativa, es facultar al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para efectuar ordenamiento de los servicios de transporte público en el país.


En la actualidad, los servicios de transporte público concitan en el país, quizás más que nunca, la atención de diversos sectores de la comunidad.


Son varios los elementos que contribuyen a sensibilizar a la opinión pública en torno a este tema: la contaminación ambiental, producida por los vehículos de transporte público, en áreas urbanas; el gran número de accidentes en que se ven involucrados los vehículos de la locomoción colectiva; la gran cantidad de estos vehículos que se concentran en las áreas céntricas, afectando el entorno urbano; la competencia en las vías públicas por la captación de pasajeros; las pobres condiciones en que operan los servicios en áreas rurales y, finalmente, y no por ello menos importante, las sucesivas alzas de tarifa en los últimos años, que ha llevado al pasaje de la locomoción colectiva en algunas ciudades del país a ser el más elevado de Latinoamérica.  No debe olvidarse que los servicios de transporte público de superficie atienden mayoritariamente a los sectores de bajos ingresos.


Durante los últimos años, el parque de buses y taxibuses que atienden los servicios urbanos ha crecido notoriamente.  La expansión de la oferta no responde a un crecimiento de la demanda, sino que es una consecuencia de las imperfecciones del mercado.  Al cabo de diez años, la tarifa en Santiago se ha más que duplicado en términos reales, mientras que la demanda ha permanecido relativamente constante en los últimos años.  En otras palabras, la decreciente rentabilidad de un parque sobredimensionado en relación a la demanda es enfrentada mediante frecuentes alzas de las tarifas, sin que ello responda necesariamente a variaciones reales en costos.


Los atributos que ofrece la locomoción colectiva de superficie como sistema de transporte quedan opacados frente a la gravedad de los problemas que exhibe.  Es preciso enfatizar que las dificultades que produce el transporte público de superficie no se reducen únicamente al aporte que hace a la contaminación del aire, en el caso de Santiago, específicamente, sino que además, se observa una gran ineficiencia del sistema, en la forma como opera en la actualidad.  Por otra parte, están las situaciones relativas a los accidentes, la congestión vehícular, etcétera, que son aspectos relacionados con un mismo problema de fondo.


El control y reglamentación de los mercados de productos y servicios constituye una labor básica o irrenunciable que compete típicamente el Estado, a fin de cautelar la salud y seguridad de los consumidores, los usuarios y de la comunidad en general.  Se debe garantizar una información oportuna y veraz a los consumidores o usuarios, y controlar las externalidades que pudieran afectar a otras actividades o a la comunidad.  Para llevar a cabo dicha labor, el Estado debe desarrollar diversos mecanismos, de acuerdo con la importancia, magnitud y carecterísticas específicas de cada mercado.  En todos los casos, el Estado reconoce que es el único que puede representar el interés de la comunidad, consumidores o usuarios, en relación con las actividades industriales y/o comerciales que desarrollan agentes productores de bienes y servicios.  La experiencia indica que cuando el Estado renuncia a la protección de los interesen de la comunidad, nadie lo hace por él y éstos queden a merced de intereses privados que usualmente terminan afectándolos significativamente.  Cuando se trata de la vida o salud de los consumidores o usuarios, el Estado debe asumir plenamente dicha responsabilidad, dotándole de la organización y los mecanismos necesarios para cautelar el riesgo que pueden producir las actividades que se supone puedan ser peligrosas para la población.


El mercado de transporte público en Chile, constituye un caso como pocos, en el cual no existe un cuerpo reglamentario comparable al de otros mercados de su importancia y tamaño.  Mientras los servicios de transporte público de superficie se han extendido y expandido, al punto que sólo en la ciudad de Santiago se transportan diariamente, aproximadamente unos 2.500.000 pasajeros, y sus operadores tienen ingresos brutos anuales sobre 250 millones de dólares, situación que no tiene una reglamentación destinada a regir sus operaciones.  Sin duda, la confusión que existió en el pasado sobre regulación y reglamentación, que no son lo mismo, ni mucho menos son antagónicas, inhibió el desarrollo de una normativa que debe estar acorde con la importancia y magnitud que ha adquirido el mercado de transporte público en el país.


La carencia de un cuerpo legal que reglamente la prestación de servicios de transporte público urbano ha permitido que se haya desarrollado y consolidado como una actividad en la que se detectan prácticas propias de mercados informales.  El hecho que cualquier persona natural pueda entrar al mercado prácticamente sin restricciones; que no existan mayores requisitos para los tipos de vehículos; que no haya procedimientos de control suficientemente desarrollados para cautelar el cumplimiento de las normas básicas, le confiere a la actividad un alto grado de informalidad.


A la luz de lo anteriormente expuesto, se ve con claridad que la dicotomía no es tanto regulación versus desregulación.  La discusión en torno a esta disyuntiva (con una fuerte carga ideológica), frecuentemente desvía la atención respecto del problema de fondo que, como se ha visto, es la consolidación de un mercado desreglamentado del transporte, que debe cumplir una función trascendental para el desenvolvimiento y calidad de vida de la gente en las grandes ciudades, pueblos y sectores rurales.


Bien podría afirmarse que la verdadera modernización del mercado de transporte público en nuestro país requiere de una reglamentación básica; que sea atractivo para el sector inversionista y que tenga una alta capacidad técnica y empresarial.  Chile ha experimentado una importante modernización de algunos sectores de su economía, lo que hace paradojal que en el mercado del transporte público urbano, no exista una evolución y modernización.  Esto es una prueba de que la evolución y la modernización de los mercados no puede lograrse sin la existencia de unas normas que permitan que éstos sean verdaderamente competitivos, reconociendo sus características básicas y sus peculiaridades, para permitir el acceso libre e informado de operadores e inversionistas.


De lo anterior se puede concluir que las expectativas de que en un proceso de desregulación se podrían generar condiciones de libre acceso al mercado y posibilitar la evolución de la oferta en función de la demanda.  Por lo tanto, aún no se han establecido los mecanismos necesarios para reglamentar la actividad y, en subsidio de ello, han sido los operadores los que han impuesto condiciones a la comunidad, en función de sus propios intereses.


Actualmente en Chile, el mercado de transporte público se rige por el artículo tercero de la ley N°18.696, conocida como la “ley de libertad de recorridos”; que establece plena libertad para prestar servicios de transporte de pasajeros remunerado, con el único requisito de que los vehículos utilizados para ese fin cuenten con la revisión técnica vigente.  Dicha exigencia resume casi toda la reglamentación del mercado de los servicios de transporte público.  Por esa vía, se entrega la responsabilidad principal de fiscalización y control a las plantas de revisión técnica, que son de propiedad privada y susceptibles de malas prácticas que obligan a un control permanente de ellas, para lo cual el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones carece del personal, equipamiento y recursos presupuestarios suficientes.  Además, el artículo en cuestión se remite a velar por la condición técnica de los vehículos; de hecho, no establece ningún requisito respecto de las características de los servicios de transporte; de su organización, en términos de estructura empresarial; calidad del servicio; infraestructura para operar; información al usuario; requisitos de orden administrativo; etc.  En suma, se podría afirmar que dicho precepto legal se limita a imponer exigencias sólo respecto de los vehículos, contribuye a consolidar la atomización de la propiedad y la informalidad del sector en cuanto a su estructura empresarial, así como sus modalidades de operación y mantención de los vehículos.  La concepción implícita en la ley vigente señala que basta con que los vehículos presenten una adecuada condición mecánica, que es controlada cada 3 meses.  La ausencia de la reglamentación técnica que debe establecer el Estado en el transporte urbano e interurbano de pasajeros transfiere a los operadores privados la potestad de fijar su propia reglamentación de los servicios de transporte que ofrecen a la comunidad.  Es así que las condiciones en qué éstos operan, en muchos casos, muestran graves deficiencias que son incompatibles con la provisión de un servicio de transporte público y que están en el centro de la atención pública en la actualidad.  Los problemas de accidentes, la contaminación ambiental, la sobreoferta, ineficiencia y mala calidad de los servicios, etcétera, derivan de que la operación de los transportes públicos es, de alguna manera, el resultado de un enfoque simplista, que reduce su problemática a uno de sus elementos –los vehículos-, sin abordar los otros aspectos que los componen.  El nuevo texto de ley que se propone, que incluye la derogación del artículo 3° de la ley N°18.696 y faculta a las autoridades para definir requisitos básicos tendientes a reglamentar las características que debe tener el servicio, como, por ejemplo, la existencia de terminales bien equipados; la permanencia del servicio en el tiempo; garantías de seguridad y confortabilidad; uniformidad en los elementos de información al usuario; etcétera.  La reglamentación debe hacer explícita la responsabilidad que le cabe a quienes entregan los servicios de transporte público, actividad en la que incluso está en juego la vida de los usuarios.  En definitiva, se pretende formalizar y reglamentar la provisión de servicios de transporte público urbano, elevándolo a la categoría de mercado como cualquier otro, en el que los inversionistas se sientan incentivados a entrar, sin tener otra restricción que la de cumplir con las normas y los requisitos que formalizan la operación y otorgan transparencia al mercado.


Como es obvio, la fiscalización que el Estado deberá realizar respecto del cumplimiento de la normativa requerirá algunos refuerzos presupuestarios para personal y equipamiento que deba tener el Ministerio de Transportes y, Telecomunicaciones.  En todo caso, tales recursos adicionales se dimensionarán de acuerdo a lo estrictamente necesario, puesto que, por razones de interés nacional, el Gobierno desea mantener la burocracia estatal dentro de los marcos reducidos actuales.


Este proyecto de ley corresponde a la primera iniciativa del Ejeculivo tendiente al ordenamiento del sector.  La complejidad y cantidad de problemas que se han señalado requiere de un conjunto de iniciativas para enfrentarlos, muchas de ellas de carácter legislativo, las que se encuentran actualmente en etapa de análisis y desarrollo, y que constituyen un elemento básico de la acción del Gobierno para impulsar una racionalización del mercado de servicios del transporte público en el país.





OBJETIVO Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO.


Modificar el artículo 3° de la ley N°18.696 y establecer normas relativas a facultar al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a fin de que pueda reglamentar la actividad relacionada con el mercado de los servicios de transporte de pasajeros remunerado.


El proyecto de ley consta de un artículo único que sustituye el actual artículo 3° de la ley N°18.696.


El Mensaje señala que es de público y notorio conocimiento, la evolución producida en el transporte urbano, lo que ha provocado graves distorsiones y perjuicios en el funcionamiento de las principales ciudades del país, afectando seriamente las condiciones de salud y de vida de la población, existiendo, además, un alto costo de divisas para el país.


A continuación, hace presente que el crecimiento sobredimensionado del parque automotriz del sector y las inadecuadas prácticas de operación de los servicios, junto a las costosas y lentas inversiones en infraestructura vial, han llevado a que se multipliquen problemas tales como: la congestión vehicular; la aguda contaminación atmosférica; la incidencia creciente de enfermedades respiratorias, o de agravamiento de las mismas, en niños y ancianos; el incremento de accidentes en que aparecen involucrados vehículos de la locomoción colectiva, por disputarse los pasajeros y que frecuentemente transforman las calles en verdaderos circuitos de carreras; fuertes distorsiones en los mercados de transporte provocadas por prácticas de competencia desleal; e indiscriminadas y arbitrarias alzas de tarifas que golpean especialmente a los sectores más modestos de la población.


También, manifiesta que la forma en que el mercado de los servicios de transporte público se ha desarrollado y opera actualmente en Chile, si bien ha dado como resultado una mejor cobertura territorial, ha sido incapaz de resolver las enormes distorsiones y excesos descritos.  Lo anterior, hace imprescindible que el Estado asuma en plenitud su facultad de reglamentación y fizcalización de los servicios y su operación, en el marco de la mantención de una política global que regule la actividad del sector.


Por otra parte, determina que el artículo 3° de la citada ley N°18.696 señala que el servicio de transporte de pasajeros “podrá efectuarse sin requerir autorización alguna para ello, bastando con tener un certificado de revisión técnica vigente, en el que se acredite que un vehículo se encuentra apto para el servicio que realiza, conforme con la normativa que dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, respecto de sus condiciones técnicas y de emisión de contaminantes”.  Esto ha significado que, virtualmente, cualquier persona pueda transformarse en operadora de servicios de transporte urbano o interurbano, sin que los vehículos tengan que cumplir con ninguna otra característíca o requisito, que no sean la revisión técnica y el cumplimiento de ciertos estándares de emisión de gases.  La legislación vigente, por lo tanto, no contempla facultades para que la autoridad establezca normas de seguridad de los pasajeros; los requisitos que debe tener la organización empresarial; la calidad del servicio; la infraestructura necesaria para operarlo eficientemente; la información que debe tener el usuario; las características o requisitos que deberían cumplir los conductores.  Toda forma de reglamentación que deba exigirse para el buen funcionamiento de los servicios queda circunscrita a la revisión técnica, que adolece de ciertas limitaciones y distorsiones que son de público conocimiento.


En ningún otro país, y desde luego en los más desarrollados, se da una circunstancia parecida.


En seguida, hace presente que el mercado del transporte público en Chile constituye un caso como pocos, en el cual no existe ni se ha desarrollado un cuerpo reglamentario comparable al de otros mercados de su importancia y tamaño.


Es útil recordar que no debe confundirse “regular” el mercado con “reglamentarlo”, ni tampoco debe pensarse que ambas cosas son antagónicas.


Señala además que, en lo relativo al transporte de pasajeros, el régimen de libertad de ingreso a la actividad y de operación de los servicios, con carencia de un cuerpo legal que otorgue a las autoridades del ramo las facultad para reglamentarlo, ha permitido que el servicio de transporte público urbano esté, en la actualidad, mostrando señales crecientes de prácticas propias de los mercados informales.  Ello ha significado, en la práctica, que el empresario del sector se encuentra virtualmente estimulado a no modernizarse ni tecnificarse, para que el incremento de su rentabilidad y ganancias provenga de una mayor eficiencia.  Más bien, se desarrolla su habilidad y astucia para sacar ventajas de la falta de reglamentación, incentivando prácticas cartelistas y de monopolización.


Tal informalidad también se expresa 	a través del alto nivel de endeudamiento del sector, de acentuadas prácticas de competencia desleal, junto al débil cumplimiento de la legislación laboral y tributaria vigente.


En síntesis, la informalidad creciente del mercado del transporte urbano, la falta de organización y prácticas empresariales, junto con la ausencia de atribuciones de reglamentación y control de la autoridad, se han constituido en los obstáculos más serios para producir una normalización de las distorsiones dinámicas del mercado hoy vigente.


A continuación, expresa que es urgente enfrentar los problemas existentes en el mercado de transporte público, proponiendo medidas tendientes a su formalización y reglamentación como un elemento básico de una política de transporte urbano, que permita conciliar adecuadamente la prestación de servicios de transporte eficientes y rentables, por parte de operadores privados, con los intereses de los usuarios y de la comunidad.


Finalmente, señala que en fecha reciente y ante la creciente conciencia y preocupación pública de la gravedad de los problemas del transporte urbano de pasajeros, especialmente en la ciudad de Santiago, pero que también ha adquirdo niveles preocupantes en numerosas ciudades del país, las autoridades se han visto obligadas a intervenir activamente.  A raíz de lo mencionado, el Gobierno constituyó una Comisión Especial para la Descontaminación de la Región Metropolitana, la que ha dispuesto un conjunto de medidas para comenzar a enfrentar el problema de la contaminación atmosférica en profundidad.  Entre las medidas adoptadas, la autoridad dispuso limitar el transporte público de pasajeros y la utilización de vehículos particulares.  Para llevarlas a cabo, se requiere que las autoridades del transporte tengan las facultades y atribuciones legales para reglamentar los servicios correspondientes, manteniendo siempre el régimen de libertades y de desregulación que orienta el funcionamiento del mercado del sector.





DISCUSIÓN DEL PROYECTO.


Cabe hacer presente que vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones aprobó por unanimidad, tanto en general como en particular, el proyecto, pero sus incisos segundo y tercero fueron objeto de indicaciones.


Por las razones expuestas y las que os dará a conocer oportunamente el señor Diputado informante, vuestra Comisión os recomienda la aprobación del siguiente





PROYECTO DE LEY.


“Artículo único.- Sustitúyese el artículo 3° de la ley N°18.696 por el siguiente:


“Artículo 3°.- El transporte nacional de pasajeros remunerado, público o privado, individual o colectivo, por calles o caminos, no podrá efectuarse libremente, sin perjuicio que el Miniserio de Transportes y Telecomunicaciones establezca las condiciones y dicte la normativa dentro de la que funcionarán dichos servicios, en cuanto a cumplimiento obligatorio de normas técnicas y de emisión de contaminantes de los vehículos, así como en lo relativo a condiciones de operación de los servicios de transporte remunerado de pasajeros y de utilización de las vías.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 118 de la ley Nº18.290, podrá, en los casos de congestión de las vías, de grave deterioro del medio ambiente y/o de las condiciones de seguridad de las personas o vehículos producto de la circulación vehicular, disponer el uso de las vías para determinados tipos de vehículos y/o servicios, mediante procedimientos de licitación pública, para el funcionamiento del mercado de transporte de pasajeros.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá suspender los servicios de transporte existentes en caso de infracción y cancelar éstos en caso de infracción grave y/o reiterada a las disposiciones vigentes en lo relativo a normas técnicas y de emisión de gases contaminantes, normas sobre condiciones de operación de los servicios, y normas de disposición de las vías, que se dicten en virtud de los casos planteados en el inciso segundo de este artículo.


Asimismo, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para dictar las normas técnicas relativas a seguridad y contaminación, que permitan decretar la definitiva obsolescencia técnica de vehículos destinados al transporte de pasajeros y su consecuente salida del parque automotriz del transporte de pasajeros.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones establecerá un Registro Nacional de Transporte de Pasajeros para los efectos de realizar las fiscalizaciones y controles de los servicios que corresponda.


Carabineros de Chile e inspectores fiscales y municipales velarán por el cumplimiento de las normas que se dicten de acuerdo a la presente ley.”





Sala de la Comisión, a 26 de junio de 1990.























Acordado en sesiones de fechas 13, 19, 20 y 26 de junio, con asistencia de los señores : Rocha, don Jaime (Presidente); García, don René; Horvath, don Antonio; Hurtado, don José María; Jara, don Octavio; Ortiz, don José Miguel; Orpis, don Jaime; Palma, don Joaquín; Sabag, don Hosain; Salas, don Edmundo; Soto, don Akin; Taladriz, don Juan Enrique y Vilicic, don Milenko.


Se designó Diputado informante al señor Salas, don Edmundo.














PATRICIO ALVAREZ VALENZUELA,


Secretario de la Comisión.





